
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 

Medellín, veintitrés (23) de noviembre de dos mil veintidós (2.022) 
 
Magistrado: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
APELACIÓN DE AUTO: 05360 31 03 002 2016 00253 01 
 
Proceso:          Divisorio.   
Demandante: CARLOS DAVID LOPERA MAYO y otro. 
Demandada: ANA CECILIA ESTRADA MOLINA y otros. 
Extracto:      Las causales de nulidad son taxativas. Confirma. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

  

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, 

contra el auto calendado el cuatro (4) de octubre de dos mil veintiuno 

(2.021), proferido por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE ORALIDAD de Itagüí, el cual negó la solicitud de nulidad 

presentada por la aquí recurrente. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

En este asunto fungen como actores CARLOS DAVID LOPERA MAYO 

y RAMIRO ANDRÉS RESTREPO TAMAYO, y como demandados ANA 

CECILIA, OLGA LUZ, CARLOS ARTURO y LUIS FERNANDO 

ESTRADA MOLINA, JOHN ALEJANDRO, WILSÓN ANDRÉS y JUAN 

ESTEBAN estos de apellidos ESTRADA VALENCIA, MARÍA DE LOS 

ÁNGELES, IVÁN DARÍO y FREDY ALONSO estos apellidados 

ESTRADA ESTRADA, así como los herederos indeterminados de 
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PASTOR DE JESÚS y ARNULFO DE JESÚS ESTRADA 

SALDARRIAGA y los de LUZ ELENA ESTRADA ESTRADA.  

 

La pretensión es la división por venta del inmueble identificado con 

Matrícula Inmobiliaria (M.I.) 001-565237, acción admitida el 25 de 

mayo de 2.016, disponiéndose la inscripción de la demanda sobre el 

inmueble objeto del proceso1. El 5 de abril de 2.017 se decretó la 

división por venta en pública subasta y se ordenó el secuestro del bien. 

 

Esta última diligencia, el secuestro, se realizó el 10 de junio de 2.017; 

sin embargo, ese día la ciudadana MARÍA ELISA ESTRADA MOLINA 

advirtió que presentaría oposición “en el juzgado”2, y en efecto lo hizo 

el día 13 de ese mes y año, aduciendo que desde 1.971 es poseedora 

de una parte de la propiedad e incluso demandó en pertenencia, 

trámite adelantado en el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO 

de Itagüí bajo el radicado 2015-00324. 

 

En el desarrollo de ese incidente se agotaron pruebas, entre ellas, la 

inspección judicial, y el 18 de junio de 2.018 se decidió: 

 

“PRIMERO: Prospera parcialmente el levantamiento de la medida cautelar 
con respecto del bien inmueble identificado con M.I. N° 001 -565237, 
concretado en lote de terreno y casa de habitación, descritos en la inspección 
judicial como primera unidad habitacional así: 
 
“CALLE 50 Nº 56-36 del Municipio de Itagüí, casa que consta de 4 
habitaciones, sala, cocina, dos patios, 2 baños, zona de ropas, con las 
siguientes medidas: FRENTE, con la CALLE 50 en 7.18 mts. y de fondo, en 
18.68 mts., y en la parte de atrás, de 6.01 mts.”3 
 

Frente a tal decisión la parte demandante presentó recurso de 

apelación, el que fue declarado desierto en providencia del 29 de junio 

de 2.018.  

 

                                                           
1 Folio 76 del archivo 01 en la carpeta “C01Principal” 
2 Folio 48 – 54 y 65- 66 del archivo 02 ídem. 
3 Folio 165-167 del archivo contenido en el cuaderno denominado “C02Incidente” 
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El 11 de octubre de 2.019 la parte demandante presentó escrito 

remarcado como “nulidad de pleno derecho”, y citando los artículos 406 

al 410 del C. G. del P., expuso que todo comunero puede pedir la 

división, pero que de lo decidido en cuanto al levantamiento parcial del 

secuestro, cambiaron sus pretensiones, generándose una división 

material no pedida, por lo que está sufriendo detrimento patrimonial. 

 

Así, solicitó dejar sin efecto el auto del 18 de junio de 2.018, y en su 

lugar, se siga con la división por venta. 

 

En el traslado del caso MARÍA ELISA ESTRADA MOLINA, dijo que lo 

actuado se ajustó a derecho, no advirtiéndose la división material 

alegada, sino, se estimó la oposición por su calidad de poseedora de 

parte del predio, resaltando que fue la parte actora quien no utilizó los 

mecanismos para oponerse; así, pidió no acceder a lo pedido4. 

 

Mediante el auto hoy recurrido se negó la nulidad deprecada, tras 

considerarse que no se hizo referencia a ninguna de las nulidades 

expresadas en C. G. del P., y de cara a la decisión cuestionada, se 

basó en las pruebas recolectadas, acreditándose la posesión de una 

parte del lote, frente a lo cual la parte actora podía recurrir, pero dejó 

pasar la oportunidad, declarándose desierta su alzada.  Agregó que no 

se cambiaron las pretensiones, sino que prosperó de manera parcial la 

oposición contra la diligencia de secuestro5. 

 

Contra ello la parte demandante presentó recurso de apelación, 

argumentando que el a quo no atendió a los diferentes memoriales y a 

la nota devolutiva dimanada de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín -Zona sur-, en los que se advierte que en el 

proceso de pertenencia incoado por MARÍA ELISA ESTRADA MOLINA 

                                                           
4 Archivo 01 del cuaderno “C04Nulidad” 
5 Archivo 02 del cuaderno ibídem. 
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se negaron las pretensiones, y aunque frente a ello la interesada 

presentó tutela, la misma también se le despachó desfavorablemente6, 

por ende, existe una  juzgada en relación a lo aducido por la opositora, 

perfilándose un enriquecimiento sin causa. Así insistió en la nulidad. 

 

En auto del 15 de marzo de 2.022 se concedió la apelación, y el 12 de 

julio anterior se remitió el expediente al Tribunal para desatarla. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Por tratarse de providencia apelable según el artículo 321.6 del C. G. 

del P., se resuelve la misma considerando que el recurso de apelación 

busca que el Superior estudie el asunto decidido en primera instancia, 

con el fin de revocarlo o reformarlo, sentido en el cual se dirigirá el 

siguiente análisis, ello dentro del principio de la limitación que impone 

el artículo 328 del C. G. del P.7, por lo que no es dable que la Sala se 

pronuncie sobre decisiones ejecutoriadas y que no hubieran sido 

apeladas en su oportunidad. Es decir, nos circunscribiremos al auto del 

4 de octubre de 2.021. 

 

Sobre las nulidades, son irregularidades que se presentan en el marco 

de un trámite y vulneran el debido proceso, y por su gravedad invalidan 

las actuaciones surtidas, por eso declarándolas se controla la validez 

de la actuación y se asegura a las partes tal derecho constitucional8. 

 

                                                           
6 Explicó que el 15 de noviembre de 2.018 esta Corporación revocó la decisión proferida 

por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de Itagüí en el radicado 2015-00324. 

Sobre la tutela, fue la radicada 11001 02 03 000 2018 03828 00, decidida en dos instancias 

por la Corte Suprema de Justicia. 
7 El citado artículo reza en su parte pertinente; “El juez de segunda instancia deberá 

pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante…”. 
8 Corte Constitucional, sentencia T 125 de 2010; ver también el auto ATC316-2022 de la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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La oportunidad de alegarlas es en “… cualquiera de las instancias 

antes de que se dicten sentencia o con posteridad a ésta, si ocurrieren 

en ella.” (artículo 134 del C. G del P.), sin que se pueda perder de vista 

que las correspondientes causales son taxativas, es decir, no son otras 

que las previstas expresamente en la ley, posición reiterara por la 

jurisprudencia, al señalar: 

 

“… La naturaleza taxativa de las nulidades procesales se manifiesta en dos 
dimensiones: En primer lugar, de la naturaleza taxativa de las nulidades se 
desprende que su interpretación debe ser restrictiva. En segundo lugar, el 
juez sólo puede declarar la nulidad de una actuación por las causales 
expresamente señaladas en la normativa vigente y cuando la nulidad sea 
manifiesta dentro del proceso” (Corte Constitucional, sentencia T-125 de 

2.010). 
 

Y; 
 

“(…) las nulidades entendidas como la sanción que impone el legislador a un 
«acto procesal» que ha conculcado las «garantías judiciales» de los 
ajusticiados, se rigen por los parámetros de taxatividad, trascendencia, 
protección o salvación del acto, convalidación o saneamiento, legitimación y 
preclusión (…) El primero, que importa para despachar esta especie, predica 
que únicamente podrá nulitarse el «proceso» en los específicos eventos 
contemplados por la ley, de suerte que los acontecimientos que no hayan 
sido previamente tipificados por el legislativo no pueden ser atendidos por el 
Juzgador como motivo de supresión de lo trasegado, ya que, se itera, se 
«reclama la existencia de un texto legal reconociendo la causa de la nulidad, 
hasta el punto que el proceso sólo se considera nulo, total o parcialmente, 
por los motivos que taxativa y expresamente se hayan consagrado»”. 
Comillas y paréntesis en el texto original. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
Civil, ATC500-2.022). 

 

Significa entonces que solo se pueden considerar como vicios que 

invalidan la actuación, aquellos expresamente señalados por el 

legislador, y excepcionalmente por la Constitución9. 

 

En el caso en estudio, la actora pretende la nulidad del auto calendado 

del 18 de junio de 2.018, mediante el cual se decidió favorablemente la 

oposición presentada por MARÍA ELISA ESTRADA MOLINA, frente a 

la diligencia de secuestro respecto al bien objeto de este proceso, 

                                                           
9 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 9 diciembre de 2008. Exp. 25297-3103-001-2002-

00003-01, refiriéndose a la nulidad por practicar pruebas con violación del debido proceso. 
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pedido que se denominó “nulidad de pleno derecho”, pero, y desde ya 

hay que decirlo, la parte interesada no adecuó sus argumentos a una 

de las causales taxativas de invalidez dispuestas por el ordenamiento 

jurídico. 

 

Lo anterior hace que la decisión del a quo sea apropiada, más que 

invocarse la existencia de un vicio procesal para dejar sin efecto el auto 

refutado, se advierte que el objetivo es reabrir el debate cuando la parte 

actora dejó declarar desierta la alzada que al respecto presentó.  

 

Las nulidades no son para suplir el que no se hubiera recurrido en su 

oportunidad, para lo que basta apoyarnos en los principios 

“convalidación” y “saneamiento” referidos en la doctrina atrás citada, y 

los cuales se encuentran claramente establecidos en el parágrafo del 

artículo 133 y en el artículo 136.1, todos ellos del C. G. del P..  

 

La actuación discutida y que se dice lleva a una irregularidad procesal, 

no lo es, lo decidido en sí mismo no constituye anomalía, tampoco 

significó el cambio de pretensiones. Lo que se quiere invalidar fue 

producto de un trámite procesal para evacuar la oposición alegada, y 

si bien se dice existe un hecho posterior, esto es, que el proceso de 

pertenencia 2015 00324 no prosperó, no es una circunstancia que 

amerite la anulación de lo resuelto, precisamente, al no adecuarse en 

ninguna de las causales que taxativamente prevé el legislador de cara 

a la nulidad. 

 

En tales términos, si ninguno de los motivos aducidos se enmarca 

como causal de nulidad, y así se haga una aplicación en extenso del 

principio iura novit curia, lo mismo tampoco se advierte, se concluye la 

decisión del a quo fue acertada, por lo que está llamada a ser 

confirmada, máxime que tampoco es esta la vía para pretender la 

resolución de memoriales pendientes. 
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Finalmente, sin costas en esta instancia en tanto no se advierte su 

causación (artículo 365.8 ídem). 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto calendado el cuatro (4) de octubre 

de dos mil veintiuno (2.021), proferido por el JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD de 

Itagüí, según se motivó. 

 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente al Despacho de origen. Sin costas. 

 

Notifíquese: 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

 


